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lNTRODUCCION 
El viejo Código de 1917, en el c. 22, se limitaba a una disposición 
muy parcial acerca de la permanencia en vigor de los estatutos tras la 
promulgación del propio Código. Sin embargo, esta referencia brevísima 
fue suficiente para que los estudiosos se ocuparan de esta materia pro-
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porcionándonos, en los comentarios pertinentes, la doctrina que, sobre 
los estatutos, ha llegado hasta nosotros, realizada, en general, de forma 
indirecta, buscando una interpretación correcta del párrafo final de dicho 
c. 22: «la ley general en nada deroga los estatutos de lugares especiales o 
de personas particulares, a no ser que en la misma ley se prevenga otra 
cosa». Doctrina escasa, por tanto (Michiels dedica tres páginas a su es-
tudi01; Van Hove, dos2, etc.), como consecuencia lógica de la insufi-
ciente regulación del Código anterior, que comporta una penuria de 
apoyos argumentales en la elaboración de este trabajo. 
Por ello, en la fundamentación de nuestra metodología de trabajo 
abundan por fuerza elaboraciones personales, unidas a la ayuda insusti-
tuible de fuentes diversas, entre las que destaca la profundísima reno-
vación eclesiológica del Vaticano 11, la mayor comprensión de los estre-
chos vínculos entre la teología y el derecho en la Iglesia, y la analogía 
con la ciencia jurídica secular. 
l. DELIMITACION DEL OBJETO DE ESTUDIO 
Basta una somera aproximación al ordenamiento canónico para dar-
nos cuenta de hasta qué punto se resiste a una formalización de sus ca-
tegorías, a una delimitación estricta de los conceptos que utiliza, de 
manera que, en numerosas ocasiones, no resulta posible determinar con 
claridad la naturaleza y significado precisos de una institución jurídica. 
Pues bien, esa resistencia a la formalización concreta que siempre ha 
mostrado el ordenamiento canónico, llega al extremo con los estatutos. 
Se trata de un vocablo absolutamente polivalente, por razón de su propia 
etimología. Estatuto procede del verbo latino statuere: establecer, man-
dar. Aplicado al campo jurídico, muy pronto este término alcanzó con-
notaciones prácticas. 
Dada la imprecisión del significado jurídico del verbo, no debe ex-
trañar que el sustantivo estatuto corra la misma suerte. 
Con relación a la legislación anterior señalaba Cabreros que el C.I.C. 
de 1917 «sólo indirectamente habla de los estatutos en un canon del libro 
1, el c. 22. En los otros libros del Código se hace frecuentemente refe-
1. MICIDELS, O., Normae Generales luris Canonici, vol. 1, Tomaci-Romae 1949, 
pp. 661-664. 
2. VAN HOVE, A., De Legibus Ecclesiasticis, Mechliniae-Romae 1930, pp. 
355-357. 
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rencia a los estatutos ( ... ), pero en ningún canon se fija norma alguna 
que pueda considerarse como auténtica reglamentación de los mismos»3. 
No sólo por razones etimológicas. También el desarrollo histórico del 
Derecho ha contribuido a incrementar esta anfibología, pues la flexibili-
dad del término permitió que fuera recurso fácil para denominar normas 
de muy diversa naturaleza. 
Sin abordar todavía la nueva legislación que ofrece el C.I.C. de 1983, 
vamos a retener algunas consideraciones de base. Encontramos, en mul-
titud de ocasiones, el término estatuto como calificación de una ley. En 
estos casos tal denominación puede deberse simplemente a capricho del 
legislador, aunque normalmente nos aportará un indicio sobre la natura-
leza de esa ley y sus particularidades. 
Otras veces, estatuto equivaldrá a norma que reglamenta la vida in-
terna de una colectividad. Esta segunda acepción -mucho más restrin-
gida, y a favor de la cual se manifiesta una gran mayoría de los autores4-
si bien limita en buena medida la excesiva polivalencia del concepto y 
coincide con las acepciones modernas de la doctrina, continua plan-
teando numerosos problemas. Así, cuando afIrmamos que estatuto es la 
norma que reglamenta la vida interna de una comunidad, cabe preguntar 
a continuación de qué tipo de comunidad o colectividad se trata. Porque 
estamos, igualmente, ante un concepto amplísimo. Y así, por tal puede 
entenderse la «comunidad capaz de ser sujeto pasivo de una ley» (cc. 25 
y 29), una diócesis, un instituto religioso o incluso la totalidad de los 
fieles cristianos. La comprensión de su significado, como se ve, es va-
riable, pudiendo oscilar desde un grupo reducido de personas hasta la 
universalidad de la Iglesia. 
Por eso encontramos abundantes definiciones genéricas sobre los es-
tatutos, ya que ha resultado imposible precisar más, sin dejar al margen 
gran parte del objeto que se pretendía defmir. 
Puesto que en estas páginas iniciales tratamos de delimitar el objeto de 
nuestro estudio, debemos centrarnos en la legislación vigente, y conocer 
qué quiere expresar el legislador cuando habla de estatutos, a qué tipo de 
3. CABREROS DE ANTA, M., Los estatutos en el Código de Derecho Can6nico, en 
«Revista Española de Derecho Canónico», ID (1946), p. 615. 
4. Cfr., por ejemplo, CONTE A CORONATA, M., Institutiones Iuris Canonici, vol. 
1, Taurini 1949, n. 1, pp. 674, 893 Y 894; también n. 2, p. 15. Vid., igualmente, CI-
COGNANI, H.J.-STAFFA, D., Comentarium Librum Primum C.I.C., Romae 1939, vol. 1, 
p.358. 
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institución jurídica se está refiriendo y cual es la naturaleza jurídica que, 
en consecuencia, cabe atribuir a esta figura. 
El C.I.C. promulgado mediante la Constitución ApostólicaSacrae 
Disciplinae Leges, de 25 de enero del año 1983, consta de siete Libros. 
La mayor extensión del libro 1 ha permitido introducir un Título to-
talmente nuevo: el V, De statutis et ordinibus, que comprende los cc. 94 
y 95. 
Pues bien, el c. 94, dedicado íntegramente a los estatutos, nos pro-
porciona la noción de éstos al decir, en su § 1, que «sunt ordinationes 
quae in universitatibus sive personarum sive rerum ad normam iuris 
conduntur, et quibus definiuntur earundem finis, constitutio, regimen 
atque agendi rationes». 
La aportación de este canon es importantísima. El legislacdor, que 
tradicionalmente se ha desentendido de definir los conceptos jurídicos, 
hace una excepción en este caso. Esta excepción se justifica en una Nota 
previa del Schema canonum de 1977, en la que se dice: «Novus hic ti-
tulus in Normis generalibus necessarius visus es, ut determinetur quid 
his verbis' intelligi debet et quaenam sit statutorum et ordinum vis 
iuridica»s. 
Lo primero que se aprecia en el examen del c. 94 § 1, es que el le gis-
lador implícitamente reconoce la imposibilidad de lograr plenamente su 
objetivo, pues cuando afirma: «Statuta, sensu proprio sunt ... » está ad-
mitiendo que caben otras acepciones en sentido menos propio. 
Por otra parte, el C.I.C. de 1983 habla de estatutos en 65 cánones6 
¿Es aplicable el concepto que nos proporciona el c. 94 a todos los demás 
en que aparece esta figura? Puede juzgarlo el lector con sólo establecer 
una comparación con el c. 788 § 3: «Conferentiae Episcoporum est 
statutae edere quibus catechumenatus ordinetur, determinando quaenam 
a catechumenis sint prestanda atque definiendo quaenam eis agnoscantur 
praerogativae». 
Sobre ello volveremos posteriormente con más detenimiento. Baste, 
por ahora, con dejar señalado hasta qué punto resulta difícil delimitar el 
objeto de este estudio. 
5. Communicationes IX (1977), p. 234. 
6. Cfr. OcHOA, X., Index verborum ac locutionum Codicis luris Canonici, Romae 
1983. Debe tenerse en cuenta que, en las dos primeras ediciones de esta utilísima obra, 
no se recoge, en la enumeración correspondiente a la voz statutum, i, el c. 496. proba-
blemente por cambios de redacción de última hora. 
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Los estatutos en el Derecho canónico 
l. Estatutos conciliares 
Si la significación etimológica amplia de statutum admitió una anfi-
bología del vocablo en el Derecho secular, de igual modo, y en propor-
ciones mucho mayores, sucede en el ámbito canónico, debido a que la 
formalización técnica era una necesidad absoluta para el primero, y sólo 
una razón de conveniencia para el Derecho de la Iglesia. 
La ambigüedad en la expresión jurídica de la primitiva cristiandad es 
una dificultad añadida a la falta de centralización en la vida de la Iglesia, 
que provocará una dispersión de normas y disposiciones abundantísi-
mas, provenientes de las distintas Iglesias particulares y Concilios 
provinciales o regionales. En los primeros siglos, el Derecho canónico 
universal es prácticamente inexistente. Como ha señalado con precisión 
L. de Echeverría7• «la historia del Derecho canónico particular será, 
pues, durante cerca de un milenio, la historia pura y simple del Derecho 
canónico sin más determinación». 
La explicación de este hecho es de sobra conocida y representa una de 
las notas diferenciales de la Iglesia frente a la organización tradicional del 
Estado. 
En el maremagnum de disposiciones que van engrosando el Derecho 
canónico, procedentes de todos los rincones de la geografía en los que se 
halla establecida la Iglesia, se utilizan los términos [ex, statutum, 
canones, etc. sin preocupación formal alguna, pues la naturaleza y rango 
de una norma vendrá indicada exclusivamente por su origen. Esto hará 
que, con relativa frecuencia, se invoque la autoría de alguna gran figura 
de la Iglesia para obtener, a la sombra de su autoridad moral, la preva-
lencia de una ley. 
La legislación particular de los Concilios e Iglesias locales, que con 
frecuencia adopta el nombre de estatutos, no puede estudiarse por medio 
de la analogía con el Derecho local secular. El intento en esta dirección 
realizado por juristas de la categoría de un Ferrara, les lleva a conclusio-
nes que contradicen la misma esencia de la Iglesia Así, ese autor termi-
nará sosteniendo de las Iglesias locales que «éstas son miembros sepa-
7. AA.VV., El Derecho particular. en «La nonna en el Derecho canónico». n, 
Pamplona 1977, p.192. 
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rados del Cuerpo Místico de la Iglesia» y, a la vez, que «son smples ór-
ganos de la Iglesia»8. 
Continuadores de la tradición, los obispos de Iglesias geográfica-
mente cercanas buscan con frecuencia, durante los primeros siglos, el 
estudio y la toma de decisiones en común, 10 que provoca que la legis-
lación más importante, aun siendo particular, raramente presente parti-
cularidades localistas. 
Además, el sentimiento de la unidad de la Iglesia es tan destacado que 
los legisladores de estos sínodos o concilios suelen partir de 10 ya legis-
lado en otros anteriores, de regiones tal vez muy distantes. 
El carácter de las normas emanadas en ellos es, evidentemente, par-
ticular, pero refleja la situación de ámbito universal por la que estaba 
atravesando la Iglesia, pues, repetimos, no se trataba de una legislación 
subordinada a un Derecho superior, ya que éste no existía. 
Resulta muy difícil calificar y conceder su verdadera naturaleza a las 
normas de los Concilios provinciales de los primeros siglos de la Iglesia, 
pues formalmente no hay· duda de que se trata de leyes particulares, pero 
de hecho eran reconocidas en su vigencia por todas las comunidades 
cristianas. 
2. Estatutos sinodales diocesanos 
A partir del siglo V los obispos buscan trasladar a sus diócesis la 
colegialidad que ya se vive en los Concilios provinciales. 
Las normas que emanan de los Sínodos constituyen el núcleo más 
importante, durante muchos siglos, de la legislación episcopal, y 10 es-
tablecido en ellos recibió el nombre de estatutos sinodales. Hay que ad-
vertir que bajo esta denominación podemos encontrar disposiciones ab-
solutamente heterogéneas, pero en conjunto nos ofrecen la legislación 
diocesana, el cuerpo de Derecho particular de cada diócesis y, por tanto, 
contribuyen a reforzar la sinonimia entre estatuto y ley particular, que 
perdura hasta nuestros días. 
En efecto, esta acepción del término es considerada propia por algu-
nos autores, como Cabreros de Anta9, y el Código de 1917 daba el 
mismo sentido a los estatutos, al denominarlos diocesanos, en los cáno-
nes 1089 § 1 y 1230 § 7. 
8. FERRARA, F., Teoría de las personas jurídicas. Madrid 1929, p. 46. 
9. CABREROS DE ANTA, M., Los estatutos .... cit., p. 617. 
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3. Estatutos de corporaciones y fundaciones eclesiásticas 
El Derecho canónico moderno consagrará una nueva significación del 
concepto de estatutos, que intenta ser mucho más práctica y técnica (de 
propia y estricta ha sido calificada), pero que tampoco está exenta de 
muchos y graves problemas. 
Según ella los estatutos serían «aquellas ordenaciones que a sí mis-
mos se dan los organismos que carecen de potestad jurisdiccional o que 
son impuestas a cualquier entidad colectiva, pero no en forma de ley»lO. 
Representa, pues, una acepción mucho más restringida, ya que excluye 
de su definición la sinonimia entre ley y estatuto, y se circunscribe a la 
norma reguladora de un ente jurídico. Es éste el sentido más caracterís-
tico que la doctrina da a los estatutos y el que permite mayor concreción, 
pero, al mismo tiempo, origina una polémica aún no resuelta, acerca de 
cuál sea la naturaleza jurídica de estas normas estatutarias. 
La acepción estricta anterior ha sido aceptada establemente por la 
doctrina y llevada a sus últimas consecuencias -quizá sin excesivo rigor-
por Conte a Coronata, al decir que las normas estatutarias son 
«ordinationes ad modum legum latae, a cornmunitate vel coetu persona-
rom seu a persona morali collegiali legis etiam recipiendae incapaci aut 
iurisdictione destituta, ex potestate dominativa»ll, en opinión que casi 
ningún tratadista comparte, pues dicho autor restringe tanto el concepto 
de estatutos que quedarían fuera de él muchas normas reguladoras de 
entes eclesiásticos, a causa de poseer verdadero carácter legal. 
De cualquier manera, esta tercera acepción que refiere los estatutos a 
la disciplina jurídica interna de un ente autónomo, se ha popularizado 
hasta el punto de poderse afirmar que el término statuta «rige genitivo», 
pues con él nos referimos a las normas de: una asociación, un seminario, 
un consejo de presbiterio, un cabildo, etc. 
Sin embargo, la flexibilidad y ausencia de formalización rigurosa en 
el Derecho canónico -en este caso muy semejantes a las que se descubren 
en el Derecho secular- llevará a que el sentido estricto de estatuto no al-
cance titulo de exclusividad, de modo que se mantendrá su utilización en 
el vocabulario legislativo como un término amplio, adecuable a normas 
muy diversas, y al que se recurrirá con frecuencia para la calificación de 
normas que presentan algún matiz de particularidad o especialidad. 
10. Ibidem. p.618. 
11. CONTE A CORONATA, Institutiones .... cit., 1, 2, p.15. 
368 LuIs PRADos TORREIRA 
JI. LA AUTONOMIA, FONS ESSENDI DE LOS ESTATUTOS 
A. lA potestad estatutaria 
1. El «lus statuendi» y sus grados 
Si, a tenor del c. 94, hemos considerado como concepto propio de 
estatutos las normas que determinan la organización y fines de un ente en 
la Iglesia, vamos a enfocar ahora el objeto de nuestro estudio desde una 
perspectiva distinta: a partir del poder que da origen a esas normas. 
Históricamente, la noción de estatutos se ha vinculado a la autonomía 
normativa, «Frente a la potestas leges ferendi del Emperador, en la OF-
ganización medieval de Italia y Alemania, el poder de las ciudades y de 
los señores existía bajo la potestas statuendi. Coexistieron como dos 
fuentes jurídicas: el ius commune y los statuta»12. 
Durante siglos el nombre de ley se reservaba a la potestad suprema, 
mientras que la legislación local adoptaba la calificación de estatutos. 
Surgen, pues, los estatutos como leyes de autonomía, y porque el 
concepto de autonomía presenta una gran elasticidad, ya que admite en 
su apreciación muy diversos grados, de igual modo por estatutos cabe 
entender normar de muy diverso alcance. 
En la Iglesia podemos hablar de la autonomía de las Iglesias particu-
lares ante la Santa Sede, y también de la autonomía que en su régimen 
interno gozan las asociaciones de fieles; en ambos casos, aunque em-
pleando el concepto en un sentido unívoco, designamos realidades de 
muy variada caracterización jurídica 
Tras la toma de postura del legislador, que acota el significado de es-
tatuto mediante el c. 94, conviene limitar igualmente el concepto de 
autonomía en nuestro estudio y referirlo a la facultad de autonomarse de 
que gozan en la Iglesia determinadas entidades colectivas. 
La caracterización dellus statuendi en este sentido no parece sencilla, 
porque, según la Teoría General del Derecho, por autonomía puede en-
tenderse «la facultad que cmpete a las entidades que no sean el Estado, 
de establecer normas jurídicas»13. Pero se añade: «la autonomía sólo se 
da en virtud de concesión o autorización estatales»14. 
12. DE DIEGO-LoRA, C., Naturaleza jurfdica de las personas morales eclesiásticas en 
el Derecho español vigente. en «Ius Canonicum» XXIll (1983), no. 45, p. 298. 
13. ENNECERUS-KIPP-WOLFF. Tratado de Derecho Civil. Barcelona 1953. p. 166. 
14. Ibidem. 
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Este planteamiento no podemos trasladarlo a la Iglesia sin violentar su 
naturaleza 15, porque no cabe considerar la autonomía de las Iglesias lo-
cales como simple concesión del legislador universal: sería incurrir en el 
más estricto positivismo y desconocer, además, que la potestas sacra de 
los Obispos tiene un origen divin016• 
Cuando un Obispo, en uso de la autonomía reconocida a las Iglesias 
particulares, da nonnas para su diócesis,' éstas, en la medida en que re-
gulan aspectos de la vida interna de la comunidad, suelen calificarse de 
estatutos -los estatutos diocesanos- y su naturaleza -legal o sin valor de 
leyes- será la que el Obispo les haya querido asignar. 
En ocasiones, ratione materiae, forzosamente habrán de ser nonnas 
legales. En otras dependerá de la fuerza de obligación que el Obispo de-
see para esas nonnas. Y así, una misma disposición puede adoptar for-
mas muy diversas: Carta pastoral, Instrucción, ordenanza, reglamento, 
ley, etc. 
Cabe así hablar propiamente de autonomía legislativa al referirnos a la 
facultad que poseen las Iglesias locales para darse sus propias nonnas. 
Pero, en este caso, estamos tratando, simplemente, del Derecho particu-
lar17• Por eso resulta necesario, para ajustarnos al concepto estricto de 
estatutos del c. 94, calificar de tales solo aquellas nonnas (de las dióce-
sis) «por las que se determinan su fin, constitución, régimen y fonna de 
actuar» (c. 94 § 1). 
Prescindiremos entonces de las disposiciones emanada~ del Obispo, 
cuyo objeto no se dirija a regular la vida de la diócesis entendida como 
corporación. Pero esta posible delimitación presenta complicaciones, 
pues dado el fm último de toda la acción de la Iglesia, que no es otro que 
la salvación de las almas una a una, intentar reconducir los estatutos 
diocesanos -en un sentido estricto- a nonnas de régimen interior, parece 
simplista y exige abundantes matizaciones. 
• 
15. El Orden de los Obispos es sujeto de una suprema y plena potestad. A los 
Obispos compete la potestad ordinaria e inmediata para la cura pastoral de sus diócesis 
(Cfr. D. Christus Dominus, 4 y 8). 
16. Cfr. PHILlPS, G., Utrum Ecclesiae particulares sint iuris divini an non, en 
«Periodica ... », 58 (1969), p. 153. 
17. Comenta L. de EcheverrÍa que la estimación del Derecho canónico particular 
«depende de la manera que se tenga de concebir la Iglesia», pues «debajo de él se en-
cuentra todo un soporte ideológico que en primer lugar viene de la Eclesiología», El 
Derecho particular, en «La norma en el Derecho Canónico», 11, Pamplona 1977, pp. 
197-198. 
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Siendo la autonomía en las diócesis de distinta entidad que en otras 
corporaciones eclesiásticas,.por ser su fundamento de Derecho divino, 
encontramos, sin embargo, la paradoja de que su ámbito está mucho más 
reducido que el de las asociaciones de fieles, por ejemplo. 
En efecto, el Código regula con detalle, a lo largo de más de 200 
cánones, el régimen, desarrollo y organización interna de las diócesis, en 
algunos puntos incluso con minuciosidad. Y, además de la regulación 
directa, son abundantísimas las referencias a las diócesis en el resto de 
los cánones del Código. 
¿Que ocurre entonces? Que aun siendo la autonomía diocesana de 
Derecho divino, también son de Derecho divino los fines que ha de 
cumplir. Estos le son impuestos. No puede el legislador elegirlos, como 
sí puede, en cambio, el promotor de una asociación de fieles, y los fines 
inherentes a la Iglesia particular condicionan de tal modo su esencia que 
muchos de sus componentes quedan ya determinados y ajenos a la auto-
nomia diocesana. 
La segunda limitación importante la constituye el legislador universal. 
Puesto que la Iglesia Católica y Apostólica se realiza en cada Iglesia par-
ticular (Lumen Gentium, 26), es lógico que amplias parcelas de lo que 
podríamos llamar vida diocesana aparezcan contempladas por el Derecho 
común. La función capital del Romano Pontífice, en cuanto legislador 
universal, ha de incidir forzosamente en las Iglesias particulares, pues 
ellas son, en defmitiva, la única Iglesia de Cristo. 
La autonomía de las Iglesias locales, como fuente de normas estatu-
tarias, queda reducida tanto al ámbito permitido por el carácter disposi-
tivo de las normas codiciales, como a aspectos organizativos de menor 
importancia 18. 
Este carácter dispositivo de muchas normas referidas a las Iglesias 
particulares y alguna de las indeterminaciones que encontramos en ellas 
procede, más que de Uft reconocimiento expreso de su autonomía, de 
una opción del legislador en pro de una posición jurídica adecuada: nos 
referimos al principio de subsidiariedad, por el cual se fijan los límites de 
competencia de la Jerarquía19• Esto, en algunos casos, puede estar fun-
18. En estos aspectos, como en tantos otros, queda patente cómo el Derecho ca-
nónico ha de ir a la zaga de la eclesiología. 
19. Cfr. DEL PORTILLO, A., Fieles y laicos en la Iglesia. Pamplona 1981, p. 69; 
quien analiza el principio de subsidiariedad, en su doble aspecto positivo y negativo; el, 
segundo, «al fijar los límites de la competencia de la Jerarquía, representa la salvaguar-
dia de los derechos de las personas individuales y de las asociaciones y entidades 
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dado en la realidad jurídica de las instituciones, que así lo exige. Otras se 
deberá, simplemente, a razones de conveniencia o de prudencia legisla-
tiva. 
Respecto a las Iglesias particulares, encontramos ambos tipos de ra-
zones: fundamentalmente, la subsidiariedad viene exigida como recono-
cimiento de su autonomía. Así lo expresa Castillo Lara «Questo principio 
(di sussidiarietA) ... sgorga nella Chiesa non da equilibri sociologici, ma 
da una profonda esigenza teologica: la legittima autonomia delle Chiese 
particolari»20. 
Pero como resulta imposible traducir a estrictas competencias jurídi-
cas el concepto eclesiológico de Iglesia particular, y deslindar con rigor 
las atribuciones propias del legislador universal y del particular, resta 
siempre un campo de sombras que queda a la libre estimación del le gis-
lador supremo. 
a. La autonom(a de las corporaciones públicas 
No presenta los mismos problemas la noción de autonomía cuando la 
referimos a entes cuya existencia se debe a la voluntad libre del legisla-
dor eclesiástico. 
En este caso, que podríamos representar como un segundo escalón, la 
autonomía se moverá dentro de los límites que el legislador le asigne. 
Este goza de gran libertad para fijar su ámbito, de manera que, por me-
dio del Derecho universal, señalará unos fines posibles y unas normas-
marco, que acoten el espacio jurídico en el que los entes pueden desen-
volverse; la regulación específica de cada institución se deja a sus 
órganos rectores respectivos, concediéndoles para ello una autonomía 
que se concretará en los estatutos. 
La autonomía, en el caso que comentamos -piénsese, por ejemplo, en 
una asociación pública- puede extender su perímetro a amplitudes muy 
superiores a las que alcanza la autonomía de las Iglesias locales, pues en 
aquéllas, la regulación legal presenta una mayor indeterminación y gene-
ralidad. 
menores, en cuanto exige que se les deje hacer -dentro del respeto al bien común, que 
corresponde garantizar a la Jerarquía por medio de su actividad jurídicá- todo lo que por 
sí mismas pueden hacer con trascendencia social». 
20. Criteri di lettura e comprensione del nuove Codice. en «Apollinaris», LVI 
(1983), p. 361. 
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En contrapartida, el legislador prevé un requisito ulterior, como un 
recurso que compense las lagunas legales y se apreste a corregir las 
posibles desviaciones a que la autonomía puede conducir: es la necesidad 
de aprobación, por parte de la autoridad, de los estatutos elaborados por 
el ente, a la que responden cánones como el 314: «Los estatutos de toda 
asociación pública, así como su revisión o cambio, necesitan la 
aprobación de la autoridad eclesiástica ... ». 
En lo que respecta al «fin, constitución, régimen y forma de actuar» 
(c. 94 § 1) de estos entes, la libertad es grande, y variarán ampliamente 
de unos a otros (lo que no ocurre con las Iglesias particulares), siendo en 
los estatutos donde se reflejen las características singulares de cada uno. 
Al crecer el ámbito de autonomía también aumentará la significación de 
las normas estatutarias, hasta el punto de poder afmnarse -como hace 
Hauriou- que los estatutos definen la institución21 • 
Es en este sentido en el que la doctrina canónica ha venido hablando 
de autonomía como facultad concedida a determinadas colectividades. 
«Autonomia vocari solet ius statuendi de rebus intemis alicuius imper-
fectae communitatis vel corporationis»22. 
b. Autonom{a privada 
Un tercer nivel de autonomía aparece en el ámbito privado de los 
fieles en la Iglesia23• Según se especifica en el c. 96. «Por el bautismo, el 
hombre se incorpora a la Iglesia de Cristo y se constituye persona en 
ella, con los deberes y derechos que son propios de los cristianos ... ». 
Resulta significativo que el Código hable de derechos y deberes. 
Unos y otros se dan frente o ante alguien, y ese alguien no puede ser 
otro que la autoridad en la Iglesia. A los derechos de los fieles corres-
ponde una limitación de la actividad de la Jerarquía, que queda obligada 
a respetarlos. 
Queda lejos la polémica suscitada por Fedele, cuando negó la exis-
tencia del Derecho Privado en la Iglesia, basándose en una peculiar vi-
sión de los fieles: «Agli individui non e riconosciuta alcuna autonomia e 
21. Droit statutaire, pp. 173 Y ss.; cit., por ARIÑO, a., La Administraci6n lnstitu-
ci()nal (Bases de su régimen jurídico), Madrid 1974, p. 198. 
22. WERNz-VIDAL,lus Canonicum, Roma 1938, p. 167 (nota 47). 
23. Un estudio exhaustivo sobre esta materia puede encontrarse en la obra de 
MOLANO, E., La autonomia privada en el ordenamiento can6nico, Pamplona 1974. 
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liberta nella cura e nella soddisfazione del proprio interesse»24. Esta po-
sición doctrinal, que encontraba un cierto fundamento en el Código an-
terior, ha quedado superada por el Concilio Vaticano rr, que ha dirigido 
diversos llamamientos a todos los fieles -y especialmente a los fieles lai-
cos- recordando que todos somos sujetos activos de la Iglesia, corresp-
onsables en la edificación del Cuerpo Místico de Crist025. 
De un modo más explícito, el Decreto Apostolicam Actuositatem, re-
ferido al apostolado de los laicos, realiza una invitación -más bien urge 
su responsabilidad- para que ejerzan en el mundo una labor de auténtico 
contenido eclesial. Para ello, el documento señala unas directrices que se 
estiman convenientes, pero de ninguna manera pretende delimitar o en-
cauzar esta acción apostólica. Por el contrario, las indicaciones ofrecidas 
no tienen más valor que el de ejemplificaciones o tipos, porque, en defi-
nitiva, lo que se hace es una llamada a la autonomía de los fieles. 
Así dice, por ejemplo: «Denique laici suarn vitarn caritate vivificent el, 
pro facultate, operibus exprimant»26. La expresión pro facultate es muy 
expresiva de la intención conciliar. Además, el mismo Decreto contempla 
la participación de los fieles laicos en los apostolados jerárquicos, pero 
corno una posibilidad distinta y añadida, pues la obligación primaria se 
asienta en el ámbito privado, sea individual o asociado: «Los seglares 
pueden ejercitar su labor de apostolado corno individuos o reunidos en 
diversas comunidades o asociaciones» (Apostolicam Actuositatem, 
n. 15). 
Es clara la consideración del fiel cristiano corno persona27• Precisa-
mente por esto puede hablarse de corresponsabilidad en todas sus accio-
nes, no sólo en aquéllas que se subordinan a la actividad de la Jerarquía, 
sino también en todo el amplísimo espacio que el legislador se abstiene 
de regular y en el que no interviene. En ellas los fieles seglares, por 
simple unidad de vida, deberán perseguir los fienes propios delrÍvados de 
su condición de bautizados. 
24. Lo spirilo del diritto canonico, Padova 1962, p. 827. 
25. Cfr. Lumen Gentium, n. 33; De Sacra Liturgia, nn. 24-40; Apostolicam Actuo-
silatem, Proemiun; etc. 
26. Apostolican Actuosilatem, 16. 
27. Comenta Molano que «por el bautismo, la persona queda elevada al plano so-
brenatural y su condición natural, además de recibir una nueva dimensión, queda incluso 
reforzada por efecto del sacramento» (gratía perficit naturam). La autonomi'a privada ... , 
cit., p. 91. 
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En consonancia con esta caracterización de personas, poseedoras de 
un ámbito privado que el ordenamiento canónico reconoce y respeta, el 
Código dedica los Títulos I y II de la Parte I del Libro II a los derechos y 
deberes de los fieles cristianos. 
El respeto a la autonomía privada se produce tanto en su contorno es-
trictamente individual como en el colectivo. Mientras que «en el Código 
anterior se admitía solamente la existencia de asociaciones erigidas o por 
10 menos aprobadas por la autoridad eclesiástica '" los cánones del 
nuevo Código reflejan un cuidadoso respeto de la libertad de cualquier 
fiel para constituir asociaciones o para inscribirse en las existentes»28. 
El desarrollo de la autonomía privada en el Concilio y, posterior-
mente, en el Código, venía exigido no ya por motivos de conveniencia, 
sino como una auténtica necesidad teológica radicada en la antropología 
cristiana y en la eclesiología. 
En 1952, Pío XII aludía a 10 que consideraba uno de los mayores 
peligros de nuestro siglo: «En no pocas naciones el Estado moderno se 
va convirtiendo en una gigantesca máquina administrativa, que extiende 
su mano sobre casi toda la vida: la escala completa de los sectores políti-
cos, económico, social, intelectual, hasta el nacimiento y la muerte, 
quiere que sea materia de su administración>~. 
No es trasladable sin más a la Iglesia lo que se dirige a los Estados, 
pero el fundamento de la autonomía privada de las personas en una y 
otros es el mismo: la dignidad de los hijos de Dios30• 
Así se especifica en el Decreto Dignitatis humanae, que reconoce a 
todo fiel cristiano y a toda persona humana una esfera inviolable de de-
sarrollo, que debe ser respetada por el legislador, ya que le ha sido atri-
buida directamente por Dios. Y el citado Decreto aún va más lejos, en la 
medida en que establece que «se debe observar la regla de la entera li-
bertad en la sociedad, según la cual debe reconocerse al hombre el má-
ximo de libertad y no debe restringirse sinó cuando es necesario y en la 
medida en que lo sea»31. 
28. DEL PORTILLO, A., Las asociaciones de fieles, Bol. Església, S.M. Montalegre, 
lO, Barcelona 1983, p. 1. 
29. Radio-mensaje de Navidad, 1952. 
30. Y en este sentido resultan equiparables ambas sociedades, tal y como se hace 
en Gaudium et spes: «Tanto la comunidad política como la Iglesia están al servicio de la 
vocación personal y social del hombre» (n. 76). 
31. Decr. Dignitatis humanae, n. 7. 
EL DERECHO ESTAlUfARIO EN EL CODIOO DE DEREcHo CANONICO 375 
La misma idea se recoge en Lumen Gentium, 26, que Bersini comen-
ta diciendo que «Secondo il Concilio l'esimia dignita della persona uma-
na e superiore a tutte le cose, e i suoi diritti e doveri sono universali e in-
violabili»32. 
c. Autonomia privada y estatutos 
Este planteamiento, que implica el reconocimiento efectivo de la auto-
nomía privada en la Iglesia, configura toda la regulación del nuevo Có-
digo, y sirve, además, de clave hermenéutica ante posibles conflictos de 
interpretación. 
La legislación eclesiástica reconoce decididamente la libertad personal 
-individual y colectiva- base de la autonomía privada, y adopta para mu-
chos supuestos un papel instrumental segundarlo, cuyo fin no es otro 
que facilitar las libres iniciativas de los fieles en orden al cumplimiento 
de sus fines eclesiales. 
Se ha dicho en la doctrina civil que «el Derecho es un inslrumento al 
servicio de la realización personal de cada vida humana33. Y en la cano-
nística encontramos afirmaciones en idéntico sentido. Dice Boni: «Nella 
Chiesa, come in ogni altra societa, la legge e per l'uomo ed ¡~ a servizio 
dell'uomo, nella sua umana realta e nelle circostanze concrelte della sua 
esistenza»34 . 
Es, por tanto, cierta la existencia de una autonomía privada en la Igle-
sia, que puede dar lugar a la creación de relaciones jurídicas -privadas-
entre los fieles, y, consecuentemente, a un «Derecho privado canónico». 
Cuando el ius statuendi procede de la autonomía de los fieles que for-
man una asociación privada, nos encontramos ante un poder muy distin-
to de aquél que goza un Obispo diocesano, y sin embargo, :ambos pro-
ducen estatutos. 
Pues bien, a pesar de sus múltiples diferencias, las dos potestades 
condendi statuta coinciden en que su origen está por encima dellegis-
lador humano. En el caso de la potestad episcopal -c. 381- procede del 
Derecho divino, es un poder recibido de Dios. 
El ius statuendi privado, entendido como la facultad de a.utorregula-
ción de los fieles en su actividad social, en orden a determinar sus pro-
32. JI nuovo Codice di diritto canonico, en ~dl Diritto Ecclesiastico», I-TI (1983), 
p. 312. 
33. LACRUZ BERDEJO, J.L. Elementos de Derecho Civil, 1, Barcelona 1974, p. 260. 
34. Le fonti ... , cit., p. 381. 
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pios fines e intereses, se deriva de la primacía de la persona frente a la 
organización pública -que está a su servicio- y es, por tanto, de Derecho 
natural35. 
Al legislador toca regular sus límites, de manera que el ejercicio de 
esta facultad de autonormarse no lesione el bien público, y se establezca 
a tenor del Derecho. Pero se requerirán causas muy graves para impe-
dirlo o suprimirlo. 
El ius statuendi privado ya fue justificado por Andrés de Isernia, 
comparándolo con el poder de los particulares sobre las cosas de su per-
tenencia (<< ••• et quidem ius rebus propriis possunt universitates statuere, 
sicut voiunt, qua in re sua quilibet etiam privatus est moderator et arbiter, 
ut sibi placet ... »)36. y siendo una de las manifestaciones -la principal, 
atendiendo a su etimología griega- de la autonomía privada, se configura 
como un auténtico derecho de los fieles. 
d. Conclusiones 
Resumiendo la exposición anterior, se puede afirmar que encontra-
mos en la Iglesia tres niveles fundamentales de autonomía. 
El primero corresponde al legislador particular, en la medida en que 
las Iglesias particulares tienen su origen en la Voluntad fundacional de 
Cristo y gozan de unas atribuciones propias, esenciales y no recondu-
cibles a un simple proceso descentralizador en la Iglesia universal. 
El segundo presenta una naturaleza muy distinta, que podríamos con-
siderar, desde un cieno aspecto, administrativa, y que encontramos en 
los órganos eclesiásticos y personas jurídicas públicas, constituidos «por 
la autoridad eclesiástica competente para que, dentro de los límites que se 
les señalan, cumplan en nombre de la Iglesia, a tenor de las prescripcio-
nes del derecho, la misión que se les confía mirando al bien público» (c. 
116 § 1). 
En este segundo nivel, el régimen y delimitación de la autonomía se 
simplifica cuando el origen de los entes no trasciende a la autoridad que 
los ha constituido, porque entonces la autonomía tendrá el contenido y 
límites precisos establecidos por ella, sea mediante ley general o a través 
del decreto de erección correspondiente. 
35. Sobre la consideración de la autonomía privada como principio del Derecho (de 
Derecho natural) vid. la obra citada de MOLANO, La aUlonomia privada ...• cit., pp. 71-73 
Y 90-94. 
36. Ad ConstitUlionem Regni Siciliae. Venetiis. 1580 (Proemium). col. 1. 
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El problema se agudiza, en cambio, cuando se trata de entes públicos 
de origen privado, portadores de determinados carismas, y con unos fi-
nes que no proceden de la autoridad. En este caso, aunque la solución es 
semejante, debe ser entendida de modo muy diverso, pues «la Jerarquía 
no tiene más misión que favorecer la acción del espíritu Santo»37. Será 
igualmente la autoridad eclesiástica competente quien señale la autonomía 
del ente, pero no con la misma libertad de criterio que en el caso anterior, 
que quedaba a su prudente arbitrio, sino con la obligación de atender y 
servir esos carismas38, de manera que la función del legislador, más que 
conceder una autonomía, consistirá en reconocer la autonomía ínsita en 
los carismas y necesaria para su desenvolvimient039• 
El tercer nivel que cabe establecer respecto de la autonomía en la Igle-
sia es el de los fieles cristianos que, tanto en su actividad individual co-
mo asociados entre sí, deben perseguir, libre y responsablemente, los 
fines inherentes a su condición de bautizados. 
Se trata de una autonomía mucho más difusa, en la medida en que 
comprende actividades de tipos muy diversos, y en cuya regulación el 
legislador ha optado por señalar unos límites que no pueden ser traspa-
sados -los que corresponden a aquellas funciones que en la Iglesia están 
reservadas a la Jerarquía- mientras que el contenido de esta autonomía 
privada se deja a la libre iniciativa de los fieles, así como el régimen 
jurídico de los entes que formen, correspondiendo a la autoridad una 
misión de vigilancia para evitar «un daño grave de la doctrina o de la 
disciplina eclesiástico o ... escándalo a los fieles» (c. 326 § 1). 
B. Notas caracterlsticas de los estatutos: normas endógenas y «ad intra» 
Hemos visto que el concepto de estatutos ofrecido por el c. 94 § 1 
dice relación a la autonomía, al presentarlos como normas establecidas a 
tenor del derecho en las corporaciones y fundaciones. Pero si esto quedó 
37. DE REINA, Y., Eclesiolog(a ...• cit., p. 354. 
38. «En toda su acción, la Jerarquía tiene un carácter de servicio. Su oficio es un 
ministerio, una diaconía, no primariamente un poder». DEL PORTILLO, A., Fieles y lai-
cos .... cit., p. 71. 
39. Esta idea aparece expresamente recogida en la Const. · Sacrae Disciplinae Leges. 
donde se indica que «el C.lC. no está para sustituir los carismas y gracias, sino para 
servirlos». 
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claro en los trabajos de codificación, en la fórmula empleada no se ex-
presa esta realidad de una manera tenmnante. 
Sin embargo, consideramos que la única manera de alcanzar ese sen-
tido propio de los estatutos que intenta defmir el canon, es recondu-
ciendo éstos a la condición de normas autonómicas. 
Podemos emplear así el término estatutos -en un sentido propio- para 
calificar todas las normas que: 1) proceden de la autonomía (potestad de 
autonormarse-ius statuendi) de una entidad eclesiástica. Y 2) que 
«determinan su fin, constitución, régimen y forma de actuar» (c. 94, 
§ 1). 
Lo que podemos expresar de otra manera, diciendo que los estatutos 
son normas endógenas y «ad intra» de las entidades eclesiásticas. 
1. Posibles objeciones y soluciones aportadas 
Ambas notas representan así las características propias y diferenciales 
de los estatutos respecto a otros tipos de normas jurídicas. 
V arias dificultades, sin embargo, pueden objetarse a esta posición: en 
primer lugar, que el texto del c. 94 § 1 habla de «normas que se estable-
cen», lo que no cierra el paso a la posibilidad de que sea la autoridad 
quien imponga los estatutos a una entidad eclesiástica, en cuyo caso de-
saparecería su carácter endógeno, al tratarse de un acto del legislador 
que, desde fuera~ establece los estatutos de una entidad. 
En segundo lugar, el c. 94 § 3 se refiere expresamente a la potestad 
legislativa como fuente de los estatutos, en cuanto que los establece y 
promulga; por ello el Código remite su regulación a los cánones de las 
leyes. 
En tercer lugar, la consideración de los estatutos como normas endó-
genas y ad intra de los entes, dejaría fuera de este concepto muchas nor-
mas que tanto el legislador como la doctrina califican pacíficamente de 
estatutarias. 
Además, parece que los estatutos no pueden reducir su contenido a la 
regulación de materias exclusivamente internas, pues toda entidad ha de 
contemplar en su normativa, tanto su relación con la autoridad como 
aquellas relaciones jurídicas que pueda establecer con otras entidades o 
personas ajenas a ella misma. 
Intentaremos responder a estas objeciones y, de paso, a otras posibles 
que contemplaremos en las respuestas. 
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a. Los estatutos son normas aut6nomas 
Ante la primera dificultad planteada, debemos insistir en que el c. 94 
§ 1 hace referencia a la autonomía de los entes como origen de las nor-
mas estatutarias, y esto por tres razones: 
a) El término establecer -el texto latino emplea el verbo condere- es, 
efectivamente, indeterminado, pero su sentido se precisa con las palabras 
«a tenor del derecho» (ad normam iuris). La expresión implica una su-
bordinación que no tiene sentido cuando el acto procede del legislador 
supremo. En efecto, si el Romano Pontífice otorga, por acto libre y de 
propia iniciativa, un cuerpo de normas para que por ellas se rija una en-
tidad eclesiástica, no queda sometido a instancia positiva alguna 
La solución aparece menos clara si pensamos en el Obispo diocesano 
como posible legislador que, desde fuera, impone unas normas a un 
ente, ya que en su acción no puede prescindir de lo establecido en el 
Derecho común. Pero aun así, según se comprueba en la práctica 
canónica en los supuestos en que esto ocurre, el Obispo posee una li-
bertad en la regulación del ente que, mejor que limitada por el Derecho, 
está condicionada por la propia naturaleza de la entidad que desea regu-
1ar40. 
En cambio, la fórmula ad normam iuris cobra todo su sentido cuando 
la aplicamos al ejercicio de la autonomía que disfruta una institución. 
Constituye la contrapartida necesaria para que la autonomía no se con-
vierta en independencia, y representa, de una manera global y totaliza-
dora, los límites de su actividad41 • 
b) En el examen de los trabajos de elaboración del c. 94, puede ob-
servarse que en el seno del Coetus De Normis Generalibus se entendían 
los estatutos como normas emanadas de la autonomía de corporaciones y 
fundaciones. 
Que, sin embargo, esta visión no quedaba suficientemente clara en el 
texto, ya fue señalado en una de las animadversiones presentadas por los 
Padres de la Comisión, en 1982: «Idea vi cuius statuta sunt effectus 
autonomi iuris praeceptorum non attenditur, et est tanturnmodo expressa 
40. Así se establece en preceptos como el c. 86: «No son dispensables las leyes 
que determinan los elementos constitutivos esenciales de las instituciones o de los actos 
jurídicos. 
41. Sobre este punto Urrutia se expresa con absoluta claridad: «Notio statuti 
stricte: normae propiae entium quae gaudent certa interna autonomia» (De Normis Gene-
ralibus Adnotationes in Codicen: Liber 1, P.U. Gregoriana, Roma 1983, p. 58). 
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in verbis ad normam iuris»42. Estas palabras formaban la primera obje-
ción de las varias presentadas por el Cardo Ratzinger en su propuesta. Y 
no consta en la Relatio de la Sesión, y menos aún en «Communica-
tiones», que ninguno de los Consultores del Coetus mostrara su discon-
formidad. Al contrario, la respuesta es: «Placet propositio, quoad sub-
stantiam»43. 
De donde podemos deducir que el texto del C. 94 no parece que dé 
cabida en el sentido propio de estatutos que presenta, a normas emana-
das ab extrínseco por un legislador ajeno a la entidad que las normas 
regulan, sino exclusivamente a las que son fruto de la autonomía de un 
ente. 
e) La objeción presentada en primer lugar queda definitivamente 
descartada cuando examinamos un requisito formal que todos los esta-
tutos deben cumplir: la necesidad de ser revisados o aprobados por la 
autoridad, con la única excepción de los «estatutos diocesanos», en los 
que coincide el titular del ius statuendi» y la autoridad competente para 
su control en un mismo sujeto. 
El Código, en este punto, es terminante: los estatutos han de ser 
siempre revisados o aprobados por la autoridad, incluso aquellas entida-
des que tienen potestad de régimen, como los institutos religiosos cleri-
cales de derecho pontificio (c. 596 § 2) Y que, por tanto, gozan de la 
facultad de dar leyes, precisan que, con anterioridad al ejercicio de esta 
potestad, sus estatutos o constituciones hayan sido aprobados por la 
Santa Sede. 
Por eso, la imprecisión que ya señalábamos, del verbo condere (c. 94 
§ 1) desaparece en el resto de 10 cánones que tratan de los estatutos en el 
Código. En ellos ya no se habla de normas que se establecen, sino de 
estatutos revisados o aprobados por la autoridad. 
Pasemos a comprobarlo: 
Se introduce la Recognitio en los ce. 278 § 2 (asociaciones de cléri-
goS)44, 299 § 3 (asociaciones privadas) y 451 (Conferencias Episco-
pales). 
De statuta probata habla el Código en los ce. 117 (Personalidad jurí-
dica de corporaciones y fundaciones), 122 (división de personas jurídi-
42. «Conununicationes», II (1982), p. 139. 
43. Ibidem. «Conununicationes» y Relatio complectens synthesim animadversio-
num.... cit., Typis Polyglottis Vaticanis 1981. 
44. La Recognitio del c. 278 § 2 no tiene un sentido propio, pues sigue las mis-
mas normas de toda asociación. 
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cas), 237 § 2 (seminarios interdiocesanos), 314 (asociaciones públicas), 
322 (personalidad jurídica de las asociaciones privadas), 496 (consejo 
presbiteral), 505 (cabildos), 709 (conferencia de Superiores mayores), 
816 § 2 (Universidades y Facultades eclesiásticas) y 1232 (santuarios). 
Podríamos incluir también el c. 587 § 2, referido al código funda-
mental o constituciones de los institutos de vida consagrada, donde se 
expresa igualmente: «Ese código es aprobado por la autoridad compe-
tente de la Iglesia». 
Siempre que el Código habla de estatutos contempla la acción de la 
autoridad, pero sólo como un simple requisito '-aunque necesario- para 
que los estatutos alcancen su plena efectividad. Nunca se le atribuye el 
origen de estas normas, pues éste no es otro que el ius statuendi o auto-
nomía de los propios entes. Por eso la intervención de la autoridad -y así 
se recoge claramente en la terminología utilizada- se limita a revisar o 
aprobar, y nunca a establecer de un modo directo estas normas. 
Con dos excepciones, que no contradicen la argumentación anterior: 
El verbo condere del c. 94 § 1 vuelve a ser utilizado en el c. 505, pero 
en un sentido coincidente con nuestra respuesta, al indicar que los esta-
tutos de los cabildos han de ser condita por legítimo acto capitular y pro-
bata por el Obispo, dejando así establecido que la autoridad reduce su 
acción a aprobar una norma ya elaborada, en el ejercicio de su autono-
mía, por el cabildo. 
Pero hay otro canon que trata acerca de statuta condita refiriendo la 
acción del verbo, no a la entidad que es regulada, sino directamente a la 
autoridad. Es el c. 295 § 1: «Praelatura personalis regitur statutis ab 
Apostolica Sedis conditis ... » ¿Qué decir de este caso? Que la naturaleza 
de esas normas se deriva de la naturaleza de la institución, 10 que preci-
saría por nuestra parte un examen más detenido de las Prelaturas perso-
nales que no podemos incluir. Pero sí puede afirmarse que los estatutos 
de este tipo de instituciones no caben dentro del sentido propio que da el 
c.94. 
La segunda excepción la constituyen las normas de los consejos pas-
torales, para las cuales el legislador no utiliza las fórmulas statuta probata 
ni statuta recognita, sino un verbo aún más indeterminado que condere: 
dare. Dice el c. 513 § 1: «Consilium pastorale constituitur ad tempus, 
iuxta praescripta statutorum, quae ab Episcopo dantur». 
Pero esta excepción tampoco contradice la tesis que mantenemos, de 
referir en su sentido propio los estatutos a las normas de autonomía de 
los entes. 
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Si atendemos a la naturaleza jurídica del Consejo pastoral observare-
mos que, desde su génesis en el Decr. Christus Dominus, 27, ha ido 
adoptando diversas configuraciones, tanto en el Directorio Ecc/esiae 
imago, n. 204, como en el M.P. Ecclesiae Sanctae, 1, 17, hasta su perfil 
actual del Código. 
La definitiva naturaleza jurídica asignada al Consejo pastoral en las 
normas codiciales es la de un organismo de asesoramiento del Obisp045. 
El decide su existencia (c. 511), y designa directa o indirectamente a sus 
miembros (c. 512) por el tiempo que estime conveniente (c. 513 § 1). 
Aunque ya esté constituido, sólo el Obispo puede convocar el Consejo 
pastoral (c. 514 § 1), Y cesa al vacar la sede (c. 513 § 2). 
¿Qué podemos deducir de este breve análisis? Simplemente, que se 
trata de un órgano que forma parte de la estructura -administrativa-
diocesana, de la misma naturaleza que, por ejemplo, el Consejo de 
asuntos económicos, de que tratan los cc. 492 y 493. No estamos ante 
una corporación en sentido técnico, provista de autonomía, sino ante una 
función desempeñada de manera colectiva, que forma parte del oficio 
pastoral episcopal. 
Por lo tanto, cuando el c. 513 § 1 habla de estatutos que ab Episcopo 
dantur se está refiriendo, pura y simplemente, a normas que debemos 
incluir en el cuerpo de los estatutos diocesanos, porque ese conjunto de 
leyes, ordenanzas, etc., que regulan la vida interna de una Iglesia local, 
contemplará también el Consejo pastoral cuando éste se constituya46• 
y por eso el c. 536, que prevé el mismo organismo en el nivel parro-
quial, expresa que «se rige por las normas que establezca el Obispo dio-
cesano» (<<regitur normis ab Episcopo diocesano statutis», c. 536 § 2). 
Así pues, tras rechazar las dos excepciones que la terminología codi-
cial peresenta, podemos reafirmarnos en nuestra posición de que el c. 94 
§ 1, al definir en sentido propio los estatutos, contempla, de un modo 
exclusivo, las normas cuyo origen radica en un acto de autonomía, en el 
45. Cfr. «Communicationes», V (1973), p. 231. Un magnífico análisis de esta 
institución lo ofrece el trabajo de JlMENEZ URRESTl, T., Justificación y naturaleza del 
Consejo Pastoral, incluido en la obra de VV.AA., «La Curia Episcopal. Reforma y ac-
tualización», Salamanca 1979, pp. 173-207. Vid. también BLANQUER COPOVI, 1, Los 
Consejos Pastorales, Valencia 1972. 
46. Comenta L. de Echeverría que, junto a los estatutos (de cabildos, asociaciones, 
etc.) que precisan de la aprobación episcopal, «hay ocasiones en que el mismo obispo 
dicta disposiciones aplicables a entidades de este rango que no gozan de autonomía, 
pero que en su forma externa se asimilan por completo a los anteriores» (El Derecho 
particular ... , cit., p. 207). 
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ejercicio del ius statuendi que corresponde a las corporaciones y a las 
fundaciones en la Iglesia. 
y por medio de los tres razonamientos aducidos, considero suficien-
temente respondida la primera objeción. 
b. Los estatutos son normas endógenas 
La segunda dificultad hacía referencia al § 3 del c. 94, en la medida en 
que allí se contempla la posibilidad de que los estatutos hayan sido esta-
blecidos y promulgados en virtud de la potestad legislativa, lo cual po-
dría entenderse, bien como que son obra de un legislador ajeno a la enti-
dad que recibe los estatutos, en cuyo caso serían extrínsecos a ella, bien 
como una referencia a entes que poseen potestad legislativa y, por tanto, 
sus estatutos con carácter de ley no precisarían de intervención alguna 
por la autoridad. 
Ambas interpretaciones son inexactas. Puesto que el concepto de es-
tatutos lo facilita el legislador en el § 1 del mismo c. 94, el § 3 habrá de 
interpretarse a su luz, so pena de hacer incurrir al legislador en contra-
dicciones obvias. 
Por otra parte, la potestad legislativa que poseen algunos entes, o es 
atribuida por el Derecho divino, o es concedida por el legislador hu-
mano. Por derecho divino las únicas entidades que lo han recibido son 
las Iglesias particulares. Las demás la deben al Derecho común o par-
ticular. Y, en este caso, para acceder a la potestad legislativa, precisan 
gozar de la consideración de personas jurídicas. 
Como, a tenor del c. 117, «Ninguna coporación o fundación que de-
see conseguir personalidad jurídica puede obtenerla si sus estatutos no 
han sido aprobados por la autoridad competente», resulta que la exis-
tencia y aprobación de los estatutos es un prius necesario respecto a la 
potestad legislativa del ente. 
Además, una vez alcanzada la potestad legislativa, continúan preci-
sando de la intervención de la autoridad para la revisión o cambio de los 
estatutos (cfr. cc. 314, 587 § 2, etc.). 
Por tanto, una interpretación correcta del c. 94 § 3 debe apuntar, 
según nuestra opinión, en una de estas dos direcciones: 
O bien entender que al hablar el § 3 de prescripciones de los estatutos 
«establecidas y promulgadas en virtud de la potestad legislativa» se está 
haciendo referencia al acto de la autoridad que sanciona los estatutos 
previamente elaborados por un ente y que, ratione materiae o por su 
384 
mejor adecuación a la institución, lo realiza en virtud de su potestad le-
gislativa; o bien estimar que en este precepto se contemplan los estatutos 
de aquellas entidades que poseen potestad legislativa y a los que, por 
esta circunstancia, puede atribuirse naturaleza legal. 
Tanto en un sentido como en otro, por estatutos, a tenor del c. 94 
debemos entender normas intrínsecas de las entidades eclesiásticas. 
En cuanto a la promulgación, se trata de un requisito formal necesario 
de toda ley. Los estatutos establecidos en virtud de potes1;ild legislativa 
serán leyes particulares, para las cuales no hay ningún modo señalado de 
promulgación (cfr. c. 8 § 2). La forma de hacerlo queda al arbitrio del 
legislador, y puede ser muy variada. 
c. Las notas de ser endógenas y «ad intra» como configuradoras del 
sentido formal de estatutos 
La tercera objeción que planteábamos al caracterizar los estatutos co-
mo normas endógenas y ad intra consistía en que, adoptando esta consi-
deración, gran número de normas calificadas de estatutos, tanto por el 
legislador como por la doctrina, quedarían fuera de este concepto, al 
menos en un sentido propio. 
En efecto, debe ser así, pues éste ha sido el propósito inspirador del 
c.94. 
El problema conceptual y terminológico se plantea actualmente de 
distinto modo, ya que hasta ahora no ha existido una definición legal de 
los estatutos. Lo cual, unido a la elasticidad etimológica del término, ha 
permitido su empleo para realidades jurídicas de distinta naturaleza. 
Como ya vimos en la Parte 1, la evolución histórica de esta figura 
termina caracterizándola con matices de especialidad, de particularidad y 
de subordinación. 
y esto ha propiciado la denominación de estatutos para normas de 
Derecho particular y de Derecho especial, e incluso para cualquier norma 
que se subordinara a otra. 
Ejemplos de unas y otras han sido ya examinados. Y hemos podido 
observar también hasta.qué punto la inercia jurídica precisa de largo 
tiempo para desaparecer, pues el mismo Código, después de proporcio-
nar la definición de lo que son los estatutos en sentido propio, utiliza el 
término alguna vez dándole otras acepciones y, por tanto, en sentido 
impropio. 
Es de esperar que el tiempo consagfe el concepto ofrecido por el c. 94 
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§ 1 a través del empleo que con propiedad realicen tanto el legislador 
como la doctrina. 
d. Los estatutos son normas «ad intra» 
Por último dejábamos planteada una dificultad dirigida, no ya a la ca-
racterización de los estatutos como nonnas endógenas, sino a la segunda 
nota que les adjudicábamos: la de ser nonnas ad intra. 
Tal conceptuación podría negarse teniendo en cuenta que los estatutos 
son la norma de la institución, y ésta fonna parte del entramado de rela,. 
ciones jurídicas, nonnas, principios y fmes que componen el Derecho de 
la Iglesia. 
. En consecuencia, se admitiría que los estatutos se dirigen, primaria-
mente, a regular la vida interna de una colectividad, pero no con exclu-
sividad, pues igualmente han de contemplar la entidad en sus relaciones 
externas y, de forma especial, su conexión con la autoridad. 
Pero que las normas estatutarias se dirigen exclusivamente a la regu-
lación de la vida interna de las colectividades se deduce de su condición 
de nonnas autonómicas47• 
El ius statuendi concedido o reconocido a una comunidad tiene como 
único objeto facultarla para que ordene su conducta hacia sus fines pro-
pios mediante una norma propia48• Debemos entender, por tanto, el po-
der estatutario como «la potestad que tienen determinados entes para es-
tablecer el ordenamiento jurídico que ha de regir la vida de una colecti-
vidad o comunidad de personas»49. 
Pretender una extensión del objeto de los estatutos a las relaciones 
externas de las entidades eclesiásticas implicaría confundir el ius sta-
tuendi con la potestad legislativa, que son dos conceptos netamente dis-
tintos aunque puedan integrarse el uno en el otro. 
Las fuentes de la autonomía vimos que sólo eran dos: el Derecho di-
vino para las Iglesias particulares, y el Derecho natural para la persona 
47. «Autonomia, seu ius statuendi, restringitur ad solas res internas cornmunitatis 
vel corporationis» (VAN HOVE, A., Prolegomena, Roma 1945, p. 77). 
48. En este sentido, dice Palco que «11 diritto canonico riconosce ad alcune corpo-
razioni il diritti di regolare in modo generale, entro i limiti fissati dal diritto comune, i 
loro raporti sociali intemi» (Corso di ... , cit., p. 39). 
49. MOLANO, E., La aIltonom{a privada ... , cit., p. 114. 
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humana50. Y lo que el Derecho natural reconoce a la persona en su acti-
vidad individual lo reconoce igualmente cuando esa misma actividad se 
realiza de modo colectivo. 
El concepto de universitates que emplea el c. 94 § 1 responde a la idea 
de varios que actúan como uno, yen esta consideración individual se 
apoya la doctrina de las personas jurídicas. 
Los estatutos, en cuanto normas particulares de una colectividad, no 
pueden invadir el ámbito del Derecho, y han de reducirse al «complejo 
de relaciones de coordinación y subordinación propiamente orgánico y 
superior a la voluntad de los individuos que integran la organización»51 
o, como señala Prieto, «las normas estatutarias podrán regular con más o 
menos detalle las distintas relaciones jurídicas inherentes al ente colec-
tivo»52. 
Las relaciones jurídicas externas en las que puede intervenir una co-
munidad en cuanto tal, se rigen por las leyes universales o particulares 
emanadas por quien tiene la autoridad en la Iglesia. 
La potestad legislativa que se puede conceder aneja al ius statuendi 
siempre estará subordinada en su ejercicio a los propios estatutos, que 
establecerán los requisitos formales, el ámbito de competencias y el ofi-
cio o cargo de la comunidad al que corresponde su ejercicio. 
Pero es que, además, la consideración de los estatutos en cuanto nor-
mas dirigidas ad intra se refleja con claridad en el Código. 
Parte el legislador, en el c. 94 § 1, de que los estatutos tienen por 
objeto determinar «el fin, constitución, régimen y forma de actuar>>j de 
las corporaciones y fundaciones. Esta enumeración -aunque de ningún 
modo pretende ser exhaustiva- forma parte de la definición de los estatu-
tos, y en ella no encontramos ninguna referencia a materias externas a las 
colectividades, pues incluso esa «forma de actuar» prevista, se limita a 10 
interno de la institución. 
y si examinamos la distinta regulación que el Código contiene sobre 
los estatutos a fin de adaptarlos a las características propias de cada 
institución, veremos que coinciden en su limitación a materias internas 
de las comunidades. 
50. Respecto a las instituciones públicas cuyo origen se debe exclusivamente al 
legislador, la fuente de su autonomía será el Derecho divino en que se fundamenta la 
potestad de aquél. 
51. DE COSSIO, A., InslilucioTU!s de Derecho Civil. 1, Madrid 1975, p. 127. 
52. PRIETO MARTINEZ, V., Iniciativa privada y personalidad jurídica. Las personas 
jurídicas privadas. Pro manuscripto. Pamplona 1984, p. 334. 
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Así, por ejemplo, el c. 304 § 1 señala, como contenido de los esta-
tutos de las asociaciones de fieles, determinar «el fm u objetivo social de 
la asociación, su sede, el gobierno y las condiciones que se requieren 
para fonnar parte de ellas, y se señale también su modo de actuar». 
El c. 451, tratando de las Conferencias Episcopales, prescribe que en 
los estatutos «entre otras cosas, se establezcan normas sobre las asam-
bleas plenarias de la Conferencia, la comisión permanente de Obispos y 
la secretaría general de la Conferencia, y se constituyan también otros 
oficios y comisiones ... ». . 
El c. 506 § 1 § 2 prevé para los estatutos de los cabildos «la cons-
titución del mismo y el número de canónigos, establecerán lo que ha de 
hacer el cabildo y cada uno de los canónigos respecto al culto divi-
no . .. »; incluye además el reglamento de las reuniones, condiciones de 
validez y licitud de los actos y las retribuciones e insignias de los ca-
nónigos. 
De forma similar, para los estatutos de los santuarios se prevé sólo la 
regulación de relaciones internas: «En los estatutos se ha de determinar 
sobre todo el fin, la autoridad del rector, y el dominio y administración 
de los bienes» (c. 1232 § 2). 
En otros muchos cánones del Código encontramos señalado un con-
tenido preceptivo a los estatutos de los diferentes tipos de instituciones, 
pero, igualmente que en los anteriores, se trata sólo de materias que se 
sitúan en el seno de las colectividades. Para otros supuestos, en cambio, 
se deja a razones de oportunidad o de conveniencia el que los estatutos 
los contemplen. Pero nunca se traspasan los límites del ente. 
Esto puede comprobarse mediante un breve examen de los cánones: 
Respecto de las personas jurídicas (Cap. TI, Título VI del Libro 1), los 
estatutos señalarán el tipo de participación -colegial o no- en las deci-
siones (c. 115); quién las representa (c. 118); los requisitos de validez de 
los actos colegiales (c. 119); y las normas para su disolución (c. 120 § 
1), división (c. 122) y extinción (c. 123). 
En la regulación de los oficios eclesiásticos (Cap. 1, Título IX del Li-
bro 1) se deja a los estatutos del «colegio o grupo» respectivo, la posibi-
lidad de determinar las modalidades y requisitos para la convocatoria y la 
elección (cc. 165, 167 § 1, 174 § 1 Y 176). 
A los estatutos de un seminario, el Código impone necesariamente la 
obligación de determinar «el modo según el cual participen de la res-
ponsabilidad del rector ... los profesores e incluso los alumnos» (c. 239 
§ 3). 
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Para las asociaciones de fieles, al margen del contenido genérico se-
ñalado en el c. 304 § 1 (ya examinado), encontramos otros más especí-
ficos, opcionales o necesarios, que podrán contemplar los estatutos: dis-
posiciones sobre la admisión y expulsión de socios (cc. 307 y 308); dar 
nonnas que se refieran a la vida de la asociación, reuniones y designa-
ción de los cargos (c. 309); el nombramiento y confmnación del Presi-
dente de asociaciones públicas (c. 317), su remoción (c. 318 § 2); sobre 
la administración de los bienes (cc. 319 § 1 y 325 § 1); la extinción de 
las asociaciones privadas (c. 326 § 1) Y el destino de sus bienes (c. 326 
§ 2). 
Respecto al Consejo de presbiterio, los estatutos pueden o deben (se-
gún los casos) contener disposiciones referidas a la designación de los 
miembros, al derecho de elección, al modo de elección y al tiempo para 
el que son nombrados (cfr. cc. 487,498 § 2, 499 y 501 § 1). 
Podríamos examinar el contenido previsto por el Código para los es-
tatutos de otros tipos de instituciones, pero nada nuevo nos aportaría, ya 
que en todos se limita a la regulación de aspectos estrictamente internos 
de las colectividades. Todos los demás supuestos que pueden presentar-
se en la vida de un ente y que se realizan ad extra de la comunidad: 
actividades apostólicas, acción pastoral, relaciones con la autoridad de la 
Iglesia, etc., caen bajo la vigencia del Derecho común y del particular y, 
por tanto, quedan excluidos del contenido material de los estatutos. 
Nada hemos indicado sobre el contenido de las constituciones reli-
giosas, que el Código denomina estatutos en el c. 605, porque la doc-
trina suele acometer su estudio por separado. En lo referente a su con-
tenido, las constituciones se comportan de mismo modo que ya hemos 
visto en los demás estatutos; su objeto propio lo constituyen los aspectos 
internos de la vida del Instituto, mientras que la actividad que pueda 
desarrollar la comunidad en el exterior es contemplada, como objeto de 
regulación, por el Derecho común o particular. 
Así lo recoge el c. 678 § 1: «Los religiosos están sujetos a la potestad 
de los Obispos, a quienes han de seguir con piadosa sumisión y respeto, 
en aquello que se refiere a la cura de almas, al ejercicio público del culto 
divino y a otras obras de apostolado». 
. Recuerda Rincón, comentando este canon, que el Decr. Christus Do-
minus, 35,22, 3º y 42 estableció la subordinación de todos los religiosos 
-incluidos los exentos- a la jurisdicción de los Obispos, señalando una 
serie de actividades de las que «el c. 678 recoge sólo las relativas a la 
cura de almas, al ejercicio del culto público y a las obras de apostolado; 
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mientras que las restantes (predicación sagrada, educación religiosa y 
moral, instrucción catequética, fonnación litúrgica de los fieles, etc.) son 
reguladas en otras partes del CódigO>~3. 
La limitación del contenido estatutario de las constituciones a materias 
internas de los institutos ha sido puntualmente establecida en el Código, 
que modifica su regulación y adopta distintas soluciones ante supuestos 
equivalentes en cuanto éstos trasciendan al exterior. 
Así, por ejemplo, la agregación de un instituto de vida consagrada a 
otroS4 se rige por la autonomía de los mismos (c. 580), mientras que si 
se pretende su unión o fusión, la competencia exclusiva es de la Sede 
Apostólica (c. 582). 
La misma lógica encontramos en la relación de los cc. 585-584. El 
primero atribuye a la autoridad del instituto la supresión de circunscrip-
ciones, mientras que la supresión del propio instituto es reservada a la 
Santa Sede por el segundo. 
Parece, por tanto, que queda suficientemente demostrado que el cri-
terio mantenido en el c. 94 § 1 acerca del contenido de las nonnas esta-
tutarias se reitera a lo largo del Código al particularizar su regulación a 
los estatutos de cada tipo de colectividad. 
Con una sola excepción: el c. 297 señala que «Los estatutos determi-
narán las relaciones de la prelatura personal con los Ordinarios loca-
les ... », lo que implica la regulación de una materia que no puede califi-
carse de interna a la institución. 
Si antes encontramos el obstáculo de las prelaturas personales al ca-
racterizar los estatutos como normas intrínsecas a las colectividades, se 
alza de nuevo el mismo obstáculo cuando les asignamos la nota de ser 
normas ad intra. 
Pero, igual que entonces, el problema es sólo aparente porque, como 
puede deducirse de lo que estamos viendo, el término estatutos es usado, 
en su aplicación a las prelaturas personales, de una manera impropia, 
que no responde, en absoluto, al concepto presentado por el legislador 
en el c. 94 § 1. 
53. RINCON, T., ConumlarÍDs al c. 678. C.I.C., Pamplona 1983, pp. 44O-44l. 
54. Debe observarse que por agregación se entienden tan sólo «comunión de espí-
ritu y comunicación de gracias espirituales, sin menoscabo de la autonomía jurídica del 
instituto agregado»; «sólo produCe efectos de índole espiritual». RINCON, T., Comenta-
rios al c. 580 ...• cit., p. 393. 
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111. INTERVENCION DE LA AUTORIDAD Y AUTONOMIA ESTATIJTARIA 
A. Intervención de la autoridad 
1. Función 
A lo largo de este trabajo han sido múltiples las referencias al acto de 
la autoridad eclesiástica que revisa o aprueba los estatutos. 
Es conocida la elaboración doctrinal que acuñó las figuras de confIr-
mación general y específica, y sobre ellas construyó las teorías que han 
sido seguidas hasta el presente. En el fondo de su planteamiento yace 
una eclesiología reduccionista, que concebía la Iglesia en tomo a los ofi-
cios jerárquicos, olvidando el aspecto comunitario del Pueblo de Dios y, 
por tanto, que «la estructura jurídica de la Iglesia no es fruto exclusi-
vamente del ejercicio de la potestad de régimen; también contribuye a su 
formación el ejercicio del poder jurídico que a los fieles compete para 
ordenar su esfera jurídica privada»55. 
2. La autoria estatutaria 
Hay reconocido en la Iglesia un poder de autonomía, tanto individual 
como colectivo, por medio del cual los fieles cristianos pueden realizar la 
doble misión recibida en el sacramento del Bautismo: dirigir su vida del 
modo que consideren más conveniente, en orden a alcanzar su fin so-
brenatural personal, y participar, en conformidad con su propia voca-
ción, en la extensión del Reino de Crist056. 
Jurídicamente, ambas tareas se configuran como auténticos derechos, 
que el legislador encauza y reglamenta, y cuya virtualidad opera también 
en los entes eclesiásticos en los que así está reconocido. El principio de 
autonomía estatutaria se arbitra como una regla general, basada en el re-
conocimiento -de Derecho natural- de la dignidad de la condición huma-
na y en la categoría, aún más excelsa, de la filiación divina de los bauti-
zados. 
No obstante, Cristo funda la Iglesia sobre la jerarquía apostólica. La 
estructura jerárquica del Pueblo de Dios no puede olvidarse, pues está 
55. LoMBARDIA, P., Lecciones de Derecho Can6nico, Madrid 1984, p. 169. 
56. Esta idea, tan repetida en los decretos conciliares, aparece recogida en el c. 
210: «todos los fieles deben esforzarse según su propia condición, por llevar una vida 
santa, así como por incrementar la Iglesia y promover su continua santificaci6n». 
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presente en toda la actividad eclesial; también en ese ámbito de autono-
mía de los fieles, para el que deben hacerse compatibles la legítima 
libertad y la obligación de seguir todo aquello que los Pastores sagrados 
establecen como rectores de la Iglesia (c. 212 § 1). 
Como señala De Reina, la concepción de la voluntad individual como 
absolutamente autónoma, independiente de cualquier magisterio, es co-
mún en la teología protestante; pero «para nosotros, en cambio, tal 
autonomía no existe, ni es cristiana, precisamente porque la libertad no 
es negativa ni ilimitada)~7. 
Puede ocurrir, además, que los fieles usen mal de su libertad de auto-
nomía, de lo que podría derivarse un grave daño para el bien común de 
la Iglesia. «Para evitar ese abuso y este peligro, tiene la jerarquía ecle-
siástica una función que, en este caso, podría ser llamada lafunción ju-
risdiccional de la jerarqufa respecto a la iniciativa privada de los fieles »58. 
En esta armonización de la acción jerárquica y de la autonomía, la 
función de la jerarquía se concreta en la vigilancia y control de la acción 
libre de los fieles, de manera que ni se sustituya su actividad, ni se per-
mita que ésta se ejerza contra la unidad o los fines de la Iglesia. 
Centrándonos en la materia estatutaria, el legislador ha clarificado es-
tos extremos diseñando un concepto propio de estatutos como normas 
autónomas que a sí mismos se dan los entes, e imponiendo en todos los 
casos la necesidad de su control por la jerarquía mediante la revisión o 
ílProbación de su texto. 
De esta forma, al pasar por el tamiz de la supervisión jerárquica, los 
estatutos no se prestarán a ser receptáculo de abusos, ni invadirán esfe-
ras de competencias que exceden del ámbito de la autonomía. 
Es ésta la función que cumple el acto de la autoridad frente a las nor-
mas de autonomía: una misión de vigilancia y control, que asegura el 
recto ejercicio de la libertad cristiana. No es, en cambio, un acto legisla-
tivo que innove el ordenamiento canónico, pues, como recuerda Ferrara, 
«no basta la simple aprobación de los estatutos para convertirlos en re-
glas jurídicas, porque tales actos tienen siempre una función de control y 
no confieren valor de derecho objetivo»59. 
Este fenómeno jurídico lo explica L. de Echeverría comentando el 
libro de Arbour sobre el Derecho canónico canadiense60• Dice el profesor 
57. DE REINA, v., Eclesiolog(a .. ... cit., p. 358. 
58. MOLANO, E., La auto1Wmia privada .. .. cit., p. 50. 
59. Teorfa de las personas jurfdicas .... cit., p. 728, nota 3. 
60. ARBoUR, O., Le Droit ca1Wnique particulier au Canada. Ottawa 1957. 
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de Salamanca: «Si los obispos reunidos en Concilio plenario, v.gr., el 
Concilio plenario de Quebec, toman decisiones comunes y logran su 
aprobación por la Santa Sede, tenemos un Derecho nacional episcopal, 
de la misma manera que cuando todos los obispos del Canadá fIrman un 
mandamiento jurídico» (el subrayado es mío). En cambio, se podrá ha-
blar de Derecho pontificio «si la Santa Sede promulga un documento que 
concierne al Canadá»61. 
Es decir: el acto, la norma jurídica, ha de ser siempre atribuida a su 
autor. De la misma manera que los decretos generales dados por las 
Conferencias episcopales son normas de estas instituciones, aunque ne-
cesiten de la recognitio por la Sede Apostólica (c. 455 § 2) para su vali-
dez, igualmente los estatutos que emanan del poder de autonomía de los 
entes son normas internas, cuya fuerza vinculatoria procede de la pote-
stas statuendi, y para los cuales el acto de la autoridad, al revisarlos o 
aprobarlos, sólo signifIca un requisito necesario para su perfecciona-
miento. Los decretos generales de las Conferencias episcopales no son 
normas pontificias, a pesar de su recognitio por la Santa Sede. De igual 
modo, el acto de la autoridad tampoco sustituye la a!ltoría original de los 
estatutos. 
B. Configuración juridica de la confirmación estatutaria 
1. El control de la autonomfa estatutaria 
El acto por el que la autoridad aprueba o revisa unos estatutos no es 
un acto legislativo, destinado a la regulación de determinadas relaciones 
jurídicas, sino una concreción del deber disciplinario de la jerarquía, de 
vigilar que el ejercicio de la autonomía que el ordenamiento reconoce a 
los entes, se desarrolla en orden al bien común de la Iglesia. 
Este planteamiento es el que podemos observar en el Código, en 
donde el legislador confIgura la intervención de la autoridad como un 
acto de control, realizado mediante un decreto administrativo. 
Por eso, aunque el c. 94 § 1 habla de «establecer», esta actividad sólo 
se refiere a la autoridad -«statutis ab Apostolica Sede conditis» (c. 295 § 
1)- en el caso de las Prelaturas personales, cuyas normas internas sólo 
61. DE ECHEVERRIA, L., El derecho particular ... , cit, p. 190. 
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son estatutos en sentido impropio. En todos los demás casos62 la autori-
dad se limita a revisar y/o aprobar los estatutos que le son presentados. 
Sólo así se entienden prescripciones como la contenida en el c. 325 § 
1, donde se dice de las asociaciones privadas que «administran libre-
mente los bienes que posean según las prescripciones de los estatutos», 
pues no habría tal libertad si la autoridad impusiera estos estatutos, o los 
pudiera modificar a su arbitrio. Además, el precepto citado continúa de-
limitando con claridad la función de la jerarquía: «quedando a salvo el 
derecho de la autoridad eclesiástica competente de vigilar de manera que 
los bienes se empleen para los fines de la asociación». 
2. Control de tutela o de legalidad en la decisión 
Esta actividad de la jerarquía destinada a la vigilancia y control de la 
autonomía que el ordenamiento reconoce a los entes, y que se concreta 
en la revisión o aprobación de los estatutos (o en su rechazo) no es pro-
piamente -en su configuración jurídica estricta- un control jerárquico, 
sino de tutela. 
Se trata de dos conceptos -control de jerarquía y control de tutela-
acuñados por la ciencia administrativa secular a los que acudo, aunque 
no estén presentes en la terminología codicial, por su manifiesta utilidad 
para designar, con claridad y precisión, realidades que sí encontramos en 
el ordenamiento canónico, y que necesitamos denominar de alguna ma-
nera para poder elaborar ciencia. 
Siendo la Iglesia una institución jerárquica, ninguna actividad eclesial 
puede permanecer al margen del control de la autoridad, ni recabar una 
independencia de los Pastores. 
Pero ese control que la Jerarquía lleva a cabo no presenta siempre las 
mismas características ni puede tener los mismos efectos: pensemos en el 
que ejercita el Obispo sobre los órganos de su curia episcopal, sobre el 
sínodo diocesano y sobre un instituto religioso; en los tres casos puede 
hablarse de un control, pero su naturaleza jurídica es bien diversa. 
La diferencia entre el control de jerarquía y el de tutela, según la ex-
posición de Ariñ063, gran estudioso de la cuestión, y cuyas líneas funda-
mentales seguimos, es la siguiente: 
62. · El problema planteado por los estatutos de los consejos de pastoral ya fue 
abordado en el Capítulo anterior. 
63. ARnQ'o, O., La Admirústraci6n .... cit., pp. V-XVII. 
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El acto de control jerárquico se detennina por razones de toda índole. 
No se limita a asegurar la regularidad jurídica de la actividad de los ór-
ganos subordinados, sino a que ésta se adapte al criterio de la jerarquía. 
Así, el control que el Obispo ejerce sobre las decisiones de la curia dio-
cesana puede basarse en razones de carácter espiritual, moral o pastoral, 
en criterios técnicos, económicos, de conveniencia, etc. Se trata, por 
tanto, de un poder discrecional, dejado a la prudencia y libre valoración 
de la autoridad, y que atiende a la oportunidad de los actos que se con-
trolan. 
Muy distinto es el control de tutela o de legalidad, cuya única función 
es el mantenimiento del orden jurídico o, en otras palabras, asegurar la 
legalidad de la actuación del ente tutelado. 
Sólo excepcionalmente se concede al ente tutor un poder de aprecia-
ción de la oportunidad del ente tutelado. A esto se refiere Del Portillo 
cuando comenta que se dan en la Iglesia «fenómenos asociativos ins-
tituidos precisamente para realizar actividades que son objeto de misión 
canónica: en estos casos se puede aflnnar que la misma asociación recibe 
una misión canónica ... y, por tanto, depende íntegramente de la Jerar-
quía»64. 
Resumiendo, podemos aflnnar que en la revisión o aprobación de los 
estatutos de la Conferencia episcopal, de un cabildo, de una orden reli-
giosa, etc., la autoridad no realiza un acto de naturaleza estrictamente je-
rárquica, que abarcaría «no sólo la legalidad, sino también la oportuni-
dad, la conveniencia, la adecuación -hic et nunc- al interés público, la 
equidad de la decisión, etc. »65 , sino un acto de tutela limitado al fin 
-control de legalidad- para el que ha sido previsto. 
Otra diferencia entre ambos tipos de control reside en la posibilidad 
que se da en el de jerarquía, de que el superior puede sustituir la decisión 
del inferior, avocándola o revisándola de oficio. En este sentido, puede 
considerarse, por ejemplo, la libertad de que goza el Romano Pontífice 
ante los actos de las Congregaciones curiales, o el Obispo diocesano ante 
las decisiones del Consejo de pastoral. 
Tal potestad ilimitada no se da en el control de tutela, que «nunca ha-
bilita para sustituir la decisión del ente tutelado. Lo específico de la tutela 
es autorizar o no autorizar, aprobar o no aprobar, suspender o no el 
64. DEL PORTILLO, A., Fieles y laicos ... , cit., p. 122. 
65. ARIÑO, G., La Administración ... , cit., p. VI. 
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acto»66. Pasar de ahí implicaría negar la autonomía de los entes y vaciar 
de contenido la potestas statuendi. 
Ante un instituto de vida consagrada de derecho diocesano, debe el 
Obispo vigilar y asegurar que la voluntad del ente, plasmada en las 
constituciones, sea acorde con el ordenamiento canónico, pero sin susti-
tuir la voluntad del instituto por la suya propia. Ante quiebras de la lega-
lidad sí podrá el Obispo rechazar aquellas disposiciones ilícitas, pero no 
puede tomarlas en su lugar, excepto en casos tasados y en función sub-
sidiaria, para evitar un vacío nonnativo (cc. 586 §§ 1 y 2 - 594). 
Evidentemente, esta limitación de potestad que encontramos en el 
control de tutela no se da en aquellos supuestos, a los que antes aludía-
mos, de entes que han recibido de la autoridad una misión canónica. 
Porque entonces, tanto el fin que realizan como la potestad que precisan 
se conciben como el fruto de una delegación, y ésta, a tenor de su regu-
lación codicial67, implica una relación de jerarquía, en la que cabe hablar 
de un poder superior y otro inferior. 
La potestad delegada puede ser revocada libremente (c. 142 § 1) y, 
asímismo, puede el superior modificar un acto realizado en ejercicio de 
dicha delegación, porque «toda delegación de competencia crea una rela-
ción de jerarquía, aun cuando los entes entre los que la delegación se 
produce se hallen entre sí en una relación general de tutela»68. 
Una tercera diferencia, que facilita la comprensión de la distinta ma-
nera de configurar ambos tipos de control, reside en que, en una relación 
de jerarquía, el superior ostenta un poder de dirección mediante órdenes 
vinculantes, que se determinan en unos estatutos impuesto al ente. 
En el control de tutela, en cambio, la autoridad recibe del ente unos 
estatutos para que los previse o apruebe, y sobre su contenido, dicha 
autoridad podrá asesorar, orientar, sugerir, pero no mardar u ordenar. 
Su respuesta consistirá en la confinnación o rechazo de los estatutos que 
le han sido presentados, y no en la elaboración e imposición al ente de 
unas nuevas normas. 
66. Ibidem. p. VII. 
67. Cfr. ce. 131. 133, 137, Y ss. 
68. ARII'10, O., La Administración .... cit., p. IX. 
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C. Revisión y aprobación de /os estatutos 
El nuevo Código, al caracterizar los estatutos como normas proce-
dentes de las instituciones, al mismo tiempo que garantiza la autonomía 
de los entes eclesiásticos, establece el procedimiento para asegurar su 
recto ejercicio, mediante la exigencia de que la autoridad (el Romano 
Pontífice, la Conferencia Episcopal o el Obispo diocesano) revise o 
apruebe el contenido de dichos estatutos. 
1. Termino/ogfa codicial 
El texto codicial emplea dos verbos diferentes para caracterizar el acto 
por el que la autoridad conftrma las normas estatutarias: recognoscere y 
probare (revisar y aprobar, en la traducción española). 
La recognitio statutorum aparece referida a las normas de las asociac-
iones privadas69 y a las de las Conferencias episcopales7o, pero nada nos 
indica el Código acerca de este concepto ni de su 'caracterización o con-
tenido. 
En otros supuestos se habla, en cambio, de aprobación de los esta-
tutos, que resulta necesaria para que las corporaciones o fundaciones 
puedan obtener personalidad jurídica (c. 117), y para la validez de los 
estatutos de los seminarios (c. 237 § 2), de las asociaciones públicas (c. 
496), de los estatutos capitulares (c. 505), de las normas de las Confe-
rencias de Superiores mayores (c. 709), de Universidades y Facultades 
eclesiásticas (c. 816 § 2) y de los santuarios (c. 1232). 
¿ Qué diferencias existen entre los conceptos de revisión y de apro-
bación? Nada indica el Código expresamente. Tampoco la doctrina que 
hemos podido consultar al efecto señala una caracterización diversa para 
uno Y otro. 
En cuanto a la revisión, indica Gutiérrez que, mediante la misma «se 
trata de comprobar la conformidad de los estatutos con la doctrina de la 
Iglesia y con las prescripciones del derecho común y particular»71. Esta 
opinión es compartida por Manzanares, para quien la recognitio, «en 
cuanto concepto, sólo significa el examen y el fallo subsiguiente de que 
69. C. 299 § 3: «No se admite en la Iglesia ninguna asociación privada si sus es-
tatutos no han sido revisados por la autoridad competente». 
70. C. 451: «Cada Conferencia Episcopal debe elaborar sus propios estatutos, que 
han de ser revisados por la Sede Apostólica ... ». 
71. Comento C. 299, C6digo de Derecho Canónico, Pamplona 1983, p. 230. 
ELDERECHOESTATUfARIOENELCODIGODEDEREcHoCANONICO 397 
nada relativo a la fe, costumbres, oportunidad ... censura notari 
debet»72. 
Pero el mismo contenido podemos atribuir a la aprobación de los 
estatutos, tal y como hace Lombardía: «este acto de la autoridad no tiene 
otro alcance que el de determinar que en ellos nada se establece contra la 
doctrina y disciplina de la Iglesia, y que su redacción se atiene a 10 
dispuesto por el Código para ese tipo de entidades»73. 
En efecto, a tenor del textocodicial, la única conclusión fIrme que 
podemos extraer es que tanto la revisión como la aprobación de los esta-
tutos, son actos que se confIguran como control de tutela, y que ase-
guran la legalidad de las normas estatutarias; en este sentido cabe equi-
parar ambos conceptos. 
Podría parecer que el propio Código proporciona un dato signifIcativo 
al establecer que los estatutos de las asociaciones privadas han de ser re-
visados (c. 299 § 3), mientras que para las asociaciones públicas se exi-
ge su aprobación (c. 314). A partir de esta diferencia en su tratamiento, 
cabría intentar distinguir los peñIles de ambas fIguras (aprobar y revisar) 
por analogía con la distinta relación que mantienen con la autoridad las 
asociaciones públicas y privadas. 
Pero este intento no puede obtener fruto, toda vez que también los 
estatutos de las asociaciones privadas requieren de aprobación -y no ya 
de revisión- para que estos entes puedan alcanzar personalidad jurídica 
(c. 322 § 2). 
2 . Posibilidad de recurso 
Debe quedar señalado que al no confIgurarse la aprobación o la revi-
sión como un control jerárquico, de oportunidad, sino de tutela o de le-
galidad, el rechazo de unos estatutos ha de fundamentarse en el propio 
ordenamiento. Opina Gutiérrez que, en el caso de las asociaciondes, «si 
la autoridad se negase a dar su parecer favorable, cabe siempre a los in-
teresados el recurso según el cauce establecido, puesto que, en caso 
contrario, quedaría privado de tutela y vacío de contenido el derecho de 
que gozan todos los fIeles de constituir libremente asociaciones»74. 
72 . MANZANARES, J .• Liturgia y descentralizaci6n en el Vaticano 11.. .• cit., p. 136. 
73. LOMBARDIA. P., Lecciones de DerecM Can6nico ...• cit •• p. 146. 
74. GUTIERREZ. J.L .• Comentario al c. 299 ...• cit .• p. 230. 
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Pero esta posibilidad de recurso debe externderse a todos los entes a 
los que el ordenamiento canónico reconoce una autonomía cuando se 
estime que la intervención de la autoridad -que se concreta en un acto 
administrativo- infringe las normas tutelares del ordenamiento, pues todo 
ente que se considere perjudicado por un decreto, puede recurrir «por 
cualquier motivo justo» (c. 1737 § 1) Y 10 es, suficientemente, la defensa 
de la propia autonomía. 
CONCLUSIONES 
1. Al adentrarnos en el estudio de los Estatutos nos encontramos 
con que es éste un término absolutamente polivalente, por razón de su 
propia etimología. Estatuto procede del verbo latino statuere, que puede 
traducirse por establecer, mandar, imperar. Y así, toda norma jurídica, 
desde el momento en que es establecida e implica una orden o mandato, 
ha admitido el calificativo de estatutaria. 
y no sólo por razones etimológicas. También el desarrollo histórico 
del Derecho ha contribuido a incrementar esta anfibología, pues la flexi-
bilidad del término permitió que fuera recurso fácil para denominar nor-
mas de muy diversa naturaleza. 
Esta indeterminación del concepto de estatutos se prolongó hasta el 
C.I.C. de 1917, especialmente en su c. 22, que dio origen a una polé-
mica doctrinal irresoluble. 
2. En 1971, el Coetus De Normis Generalibus, de la Pontificia Co-
misión para la reforma del Código, se planteó la conveniencia de definir 
el sentido propio de tantos vocablos jurídicos utilizados y, entre los mis-
mos, el de estatutos. 
En los once años de trabajo del Coetus, ya través de diversos pro-
yectos o esquemas, va perfilándose un «sentido propio» de estatutos, no 
sin que se presenten abundantes problemas. La intención de los miem-
bros de la Comisión es la de distinguir con precisión los conceptos de 
ley, de estatuto, de acto administrativo, etc. Y el criterio utilizado con 
preponderancia es el de discernir entre ellos, atendiendo a la naturaleza 
del acto que les da orgien, que, para los estatutos, se considera que es la 
propia autonomía -potestad de autonormarse o ius statuendi- de una 
institución~ 
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3. Aparece así el c. 94, que no quedó establecido defmitivamente en 
su tenor hasta el esquema de 1982 (Novissimus), integrado en el Título 
V, «De los estatutos y reglamentos», del Libro 1. Su estructura constade 
tres párrafos. El § 1 proporciona el significado dado al término estatutos 
por el legislador. Los dos párrafos restantes resultan necesarios ante la 
imposibilidad de que el § 1 pueda abarcar el concepto en toda su com-
prehensión, y aparecen como su complemento. 
4. El § 1 del c. 94 comienza con las siguientes palabras: «Estatutos, 
en sentido propio, son las normas ... ». De las mismas podemos concluir 
que el legislador prima una significación frente a otras posibles y tradi-
cionales, que deberán ser calificadas, a partir de ahora, como impropias. 
El texto del § 1 continúa afirmando: « ... que se establecen a tenor del 
derecho en las corporaciones o en las fundaciones, por las que se deter-
minan su fin, constitución, régimen y forma de actuar». 
Afirmar que los estatutos son las normas establecidas «a tenor del de-
recho» indica una subordinación de los mismos a unas normas superio-
res. Al poner en relación esta fórmula con las corporaciones y fundacio-
nes, el § 1 está remitiendo a un concepto que no se nombra: el de la 
autonomía normativa que poseen las instituciones de la Iglesia. Estatutos 
son, entonces, las normas que, en uso de su autonomía, establecen las 
corporaciones y fundaciones para la regulación de su régimen interno. 
Aun cuando en los trabajos codificadores de 1971 se insistió en que 
en el § 1 sólo se deseaba contemplar las normas de las asociaciones de 
fieles, en 1981 se extendió su ámbito a todas las entidades colectivas 
(universitates) que puedan autonormarse en la Iglesia. 
5. El § 2 del c. 94 se planteó, en su redacción original de 1973, 
como un complemento eficaz del § 1, mediante un texto bastante más 
extenso que el definitivo, el cual especificaba la naturaleza de la obliga-
ción creada por los estatutos. 
Al adoptarse en 1979 la decisión de reducir el texto, dándole mayor 
concisiJn, el § 2 ha quedado como un residuo dudosamente útil de lo 
que se quiso que fuera, de maner~ que, para conocer la naturaleza de la 
obligación que crean las normas estatutarias deberemos acudir a otras 
fuentes. 
6. Correspondiente a la limitación impuesta en un principio al § 1, al 
ceñir su extensión al ámbito de las asociaciones de fieles, se redactó el § 
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3 de manera que admitiera aquellos estatutos que proceden de la potestad 
legislativa y que, por su naturaleza legal, no podían reconducirse a los 
rígidos esquemas que presentaba el § l. 
El origen del § 3 fue la polémica mantenida en el seno del Coetus De 
Normis Generalibus acerca de la naturaleza -legal o no- del derecho de 
los religiosos. 
De hecho, dicho párrafo comenzaba, en su redacción de 1973, con las 
siguientes palabras: «Quae in statutis, seu constitutionibus». 
El supuesto contemplado es el de aquellas normas establecidas en los 
institutos religiosos que gozan de potetad legislativa, y que merecen un 
tratamiento distinto del previsto en el § 1. Las soluciones ofrecidas en el 
Coetus fueron de dos tipos. Unas -para evitar polémicas acerca de la 
naturaleza jurídica de las reglas y constituciones- proponían suprimir el § 
3, a fin de que el c. 94 quedara reducido en su objeto a los estatutos de 
las asociaciones de fieles. Las segundas (que prevalecieron) optaban por 
un texto ambiguo para el § 3, que suavizara posibles conflictos. Y así, se 
sustituirá «los estatutos» por «las prescripciones de los estatutos», y la 
fórmula «sunt leges» por la más indeterminada «reguntur praescriptis 
canonum de legibus». 
Los estatutos que están en la mente de los redactores al fijar el texto 
del § 3 del c. 94 son las normas de los institutos religiosos clericales de 
Derecho pontificio, de las que podemos concluir que gozan de naturaleza 
legal. 
7 . La legislación eclesiástica reconoce decididamente la libertad per-
sonal-tanto a nivel individual como colectivo- que es la base de la auto-
nomía privada, y adopta para muchos supuestos un papel subsidiario, 
cuyo fin no es otro que facilitar las libres iniciativas de los fieles e insti-
tuciones y el adecuado desenvolvimiento de los carismas, en orden al 
cumplimiento de los fines eclesiales. 
Es en el marco de esta autonomía en el que deben encuadrarse las 
normas estatutarias: la autonomía de los entes implica el reconocimiento 
de un ius statuendi. Por eso la autonomía constituye la auténticafons 
essendi de los estatutos. 
8. En consecuencia lógica del punto anterior, los estatutos, enten-
didos en el «sentido propio» del c. 94, son fruto de la autonomía del 
ente, y no debe atribuirse tal categoría a otras normas, emanadas ab ex-
trinseco por un legislador ajeno a la entidad que se regula. 
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La autoridad externa deberá aprobar o revisar los estatutos, pero no 
puede imponerlos. El C.I.C. habla constantemente de statuta probata y 
recognita, subrayando que la autoría de los mismos corresponde al pro-
pio ente, teniendo esos actos de la autoridad simple carácter adminis-
trativo. 
El § 3 del c. 94, que contempla la posibilidad de que los estatutos 
hayan sido establecidos y promulgados en virtud de la potestad legis-
lativa, no supone una excepción a la afrrmación anterior, pues, como ya 
ha quedado indicado, dicho párrafo está haciendo referencia a entes que 
poseen potestad legislativa reconocida y que, por tanto, pueden dictar 
normas que posean verdadero carácter legal. 
Los estatutos «en sentido propio» son normas que a sí mismos se dan 
los entes para su regulación interna. 
9. Que los estatutos sean la nonna de la institución, y que su origen 
radique en el ius statuendi, configuran una segunda característica de es-
tas normas: la de ser ad intra. 
La autonomía concedida o reconocida a una comunidad tiene como 
único objeto facultarla para que ordene su conducta hacia sus fines pro-
pios mediante una norma peculiar. Por eso, el ámbito de las normas es-
tatutarias se limita a la regulación de las relaciones jurídicas internas que 
constituyen la vida interna de una institución. 
Pretender una extensión del objeto de los estatutos a las relaciones 
externas de las entidades eclesiásticas implicaría una perversión de la 
autonomía. 
10. Al margen de la caracterización de los estatutos como normas 
endógenas y ad intra, se plantea el problema de su naturaleza jurídica; 
para su solución hay que atender a la natunileza de la potestad que está 
en su origen. 
Cuando el ius statuendi de que goza una institución lleva aparejado el 
reconocimiento de verdadera potestad legislativa, no hay duda de que los 
estatutos pueden presentar carácter legal. 
11. Por lo general, sin embargo, los estatutos procederán de un acto 
convencional, que adquiere reconocimiento público para el Derecho me-
diante el acto de la autoridad que los revisa o aprueba. 
Debemos hablar, entonces, de estatutos de naturaleza convencional y, 
dentro de tal categoría, distinguir entre una naturaleza privada y otra pú-
blica. 
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Son ejemplos representativos de estatutos convencionales de natura-
leza privada, las normas de las asociaciones privadas de fieles, cuya gé-
nesis es un acto contractual realizado entre los miembros de estas enti-
dades, y que dan lugar a una obligación de carácter igualmente negocial. 
Presentan, en cambio, naturaleza pública las constituciones de los 
institutos de vida consagrada, en lógica consecuencia con la esencia de 
las instituciones que regulan y con el tipo de potestad que hay en su 
origen. 
12. Así como los entes creados por la voluntad libre de los fieles, ya 
permanezcan como instituciones privadas o alcancen una personalidad 
jurídica pública, se determinan por sus estatutos, que son producto de la 
potestad que el ordenamiento canónico les reconoce para autonormarse, 
hay otras instituciones a las que el legislador no reconoce autonomía 
estatutaria: su régimen interno no se deja a la concreción libre del ente, 
sino que es una autoridad externa a las mismas quien la impone en el 
acto mismo de su constitución. 
En concreto, aquellos entes que se integran en la estructura jerárquica 
de la Iglesia (Ordinariatos, Prelaturas, etc.) son regulados por unas nor-
mas que reciben la calificación de estatutos, calificación impropia, por-
que no proceden de un ius statuendi derivado de la autonomía de la ins-
titución, sino que son impuestos mediante el mismo acto de erección. Su 
ámbito, además, excede el propiamente interno del ente, pues incide en 
la organización pública de la Iglesia. 
En realidad, tales normas, pretendidamente estatutarias, no son otra 
cosa que leyes particulares y forman parte del Derecho particular pon-
tificio. 
13. El esfuerzo realizado por el Coetus De Normis Generalibus, de 
definir, por vez primera en la historia del Derecho canónico, en su senti-
do propio y formal, el concepto de estatutos, puede quedar estéril si, por 
el peso de la tradición jurídica, y por la inercia de tanto tiempo de inde-
terminación, se continúa acudiendo a la calificación de estatutarias para 
cualesquiera normas que hagan referencia al derecho de una institución 
jurídica. Y un ejemplo reciente de este uso impropio del término nos lo 
ofrece la C.A. Spirituali militum curae, que denomina estatutos a las 
normas -verdaderas leyes pontificias de Derecho Concordatario- por las 
que se regirán los Ordinariatos Castrenses. 
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